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Teniendo en cuenta lo dicho hasta ahora, observa la Colegiatura que aunque las pretensiones de la parte accionante no prosperaron en el escenario ordinario como esperaba que ocurriera, ello no constituye una vulneración de los derechos fundamentales de su representado, sino que se ha plasmado allí el criterio jurídico del Togado que en atributo de su superioridad funcional frente al A Quo se ha pronunciado frente al tema, y quien además dentro de su autonomía judicial, y siendo quien por ley estaba llamado a hacerlo, ha considerado que no se cumplen los requisitos mínimos para la imposición de la medida definitiva que se busca, posición que entre otras, comparte esta Colegiatura, de conformidad con lo que hasta ahora se ha explicado. 

Lo anterior no quiere decir que en este momento se encuentren cerradas de forma definitiva las puertas para ese fin, pues precisamente al interior del trámite que se adelanta, se encuentra naturalmente la posibilidad de continuar buscando alternativas diferentes V.gr la inmovilización del rodante hasta llegar a alguna medida que, en derecho, satisfaga los intereses que se persiguen en favor del señor Felipe Alberto Taborda, sin llegar a incurrir en una posible victimización de los terceros de buena fe, quienes indudablemente pueden llegar a resultar perjudicados con las decisiones que allí se tomen, cosa que aún está pendiente por aclararse, pues no puede dejarse por sentada la existencia de un delito en una etapa tan primigenia del proceso, sin considerar, como ya se dijo, los intereses de los terceros de buena fe; o en su defecto, le correspondería al Ente acusador impartir celeridad al trámite investigativo, o la adopción de alguna decisión que resulte definitiva en ese proceso. 

Por último, y no menos importante, vale la pena señalar que uno de los argumentos que fueron señalados por los dos apoderados que representan los intereses de los terceros de buena fe para sustentar la apelación a la decisión tomada por el Juzgado de Control de Garantías, según se desprende de los registros de audiencia que tuvo esta Colegiatura la oportunidad de escuchar, es que en el momento oportuno, es decir, antes de la realización de la mentada audiencia, no se les corrió traslado del dictamen pericial que sirvió de base para que el Juez tomara la decisión de cancelar los registros supuestamente fraudulentos, y cuando ello se afirmó por parte de los mencionados letrados, valga decirse, después de adoptada la decisión, el Juez indicó que ello no era objeto de debate, y por ende, sólo quedó la constancia en el registro, sin que nada se dijera en ese momento. Tales afirmaciones, más allá de brindárseles plena certidumbre en esta instancia, sirven para afirmar que no se encuentra plenamente acreditado en el Dossier que se haya cumplido con esa regla que invocó la titular de la Fiscalía en su confuso entender de la Sentencia C-060 de 2008, pues ni siquiera en el hipotético caso de pensarse en la posibilidad de tomar una medida definitiva de restablecimiento de la víctima como así lo pretende, se encontraría acreditada aquella exigencia según la cual se hubiera permitido “el pleno ejercicio del derecho de defensa y contradicción de quienes resultaren afectados por la cancelación, su derecho haya sido legalmente desvirtuado”.
Teniendo en cuenta lo dicho hasta el momento, esta Corporación debe decir que no procederá a realizar un estudio más profundo del presente asunto, pues la conclusión a la cual se puede llegar es que no se incurrió en ninguna vía de hecho por parte del Juez Primero Penal del Circuito de esta ciudad, y tampoco se puede inferir que con su decisión se hayan vulnerado los derechos fundamentales reclamados por la parte accionante; corolario de lo cual se habrá de negar la solicitud de amparo invocada. 
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ASUNTO:
Procede la Sala a resolver lo que en derecho corresponda con ocasión de la acción de tutela promovida en contra del JUZGADO PRIMERO PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA, por parte de la Dra. LUZ MYRIAM ORTIZ GÓMEZ, FISCAL 14 SECCIONAL DE PEREIRA, quien actúa en representación de los intereses del señor FELIPE ALBERTO TABORDA RODRÍGUEZ, como víctima dentro de una Investigación penal adelantada por ese ente acusador.   
ANTECEDENTES:
La Dra. LUZ MYRIAM ORTIZ GÓMEZ, en calidad de Fiscal 14 Seccional de Pereira dentro una indagación que se adelanta en contra de desconocidos, en el proceso penal radicado bajo el # 660016106484201700863, por los delitos de estafa, falsedad material en documento público y privado, y fraude procesal, dentro del cual ostenta la calidad de víctima el señor FELIPE ALBERTO TABORDA RODRÍGUEZ. En ese orden de ideas, invocando las labores de protección a las víctimas que le encomienda la Constitución Política en su artículo 250, y el artículo 114 del Código de Procedimiento Penal, acude al presente mecanismo constitucional de amparo propugnando por los derechos fundamentales del mencionado ciudadano, los cuales considera quebrantados por parte del Juzgado Primero Penal del Circuito de esta ciudad, de conformidad con los hechos que a continuación se extraen: 
· El señor FELIPE ALBERTO TABORDA RODRÍGUEZ es el propietario del vehículo Chevrolet Spark de placas MUX 211, automotor que entregó en arrendamiento al establecimiento comercial denominado “Go Move renta Car”, representado por el señor CRISTIAN CAMILO MORENO CARDONA. 
· El día 17 de mayo de 2017 se presentó en el mencionado establecimiento una persona que dijo llamarse WILLINTON STICK GONZÁLEZ DURÁN, con quien se celebró un contrato de arrendamiento del rodante por el término de 11 días. Sin embargo, cuando se venció el plazo pactado, el vehículo no fue reintegrado por parte del arrendatario.   
· Por medio de un localizador satelital o GPS el arrendador y el propietario del vehículo lograron ubicar dicho rodante en la ciudad de Cali, Valle del Cauca, topándose con la sorpresa de que el mismo se encontraba en manos del señor DAVID LEONARDO NARANJO VERGARA, quien adujo haberlo adquirido y para el efecto exhibió el documento de traspaso, que posteriormente registró a nombre de su señora madre ROSA ELVIRA VERGARA FERNÁNDEZ, por lo que se negó a devolverlo. 
· En días posteriores, el vehículo fue enajenado por parte de esta última al señor GERARDO JAVIER ROSERO ROSERO en el municipio de Ipiales, Nariño, quien registró el traspaso del mismo ante el Instituto de Movilidad. 
· De conformidad con lo anterior, la Fiscalía 14 Seccional de Pereira (hoy accionante) dio inicio a la investigación penal frente a ese asunto, por denuncia que instauró la víctima, dentro de la cual hasta ahora no se ha logrado identificar a la persona que tomó en arrendamiento el vehículo y consumó los delitos, pues dentro de la carpeta investigativa reposa un dictamen rendido por el perito en lofoscopia, quien determinó que la huella dactilar estampada en el formulario de traspaso no es apta para cotejo, lo que en otras palabras, quiere decir que la persona que suplantó al propietario del automotor logró evadir su identidad a través de un cotejo de huellas; no obstante, el perito en grafología logró establecer que efectivamente, el propietario del automotor fue suplantado para poder realizar el traspaso. 

· Contando con dichos elementos materiales probatorios, la representante de la víctima acudió ante el Juzgado Primero de Control de Garantías (sic.) para solicitar la cancelación de los títulos fraudulentos, de conformidad con lo consagrado en el artículo 101 CPP, en concordancia con el artículo 22 Ibídem, petición que fue acogida por el Despacho inicial, pero que al ser objeto del recurso de apelación, fue revocada por el Ad Quem, JUZGADO PRIMERO PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA, bajo el argumento de que el Juez Constitucional sólo es competente para suspender el poder dispositivo de los bienes sujetos a registro, dado que la cancelación de títulos le corresponde de manera exclusiva al Juez de conocimiento mediante una decisión que ponga fin al proceso.
· La Fiscalía se encuentra en desacuerdo con la posición asumida por el Juez de segunda instancia, pues considera que la judicatura debe ponerse en el lugar de las víctimas, quienes ven afectados sus derechos patrimoniales, sin poder disponer de sus bienes hasta tanto se resuelva de fondo el asunto, con la tardanza que estos asuntos conllevan por múltiples razones, como la congestión en los procesos, la dificultad para identificar a los autores de las conductas punibles, para cuyo descubrimiento se requieren complejas tareas investigativas, entre otras circunstancias que impiden adelantar de manera eficaz las investigaciones. Por lo tanto, considera que la decisión tomada por el Juzgado Primero Penal del Circuito desconoce lo consagrado en los tratados internacionales integrados a nuestro ordenamiento jurídico a través del bloque de constitucionalidad en favor de las víctimas.      
PRETENSIONES:
De conformidad con los hechos narrados en precedencia, solicitó la accionante que tutelen sus derechos fundamentales del señor FELIPE ALBERTO TABORDA RODRÍGUEZ, y en consecuencia, se revoque la decisión tomada por el JUZGADO PRIMERO PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA, para en su lugar dejar en firme la proferida por el JUZGADO CUARTO PENAL MUNICIPAL DE GARANTÍAS que ordenó la cancelación de los mencionados registros fraudulentos.
TRÁMITE PROCESAL:
La presente acción de tutela se recibió en el Despacho el 9 de agosto del año que transcurre, y por medio de auto del día siguiente se avocó su conocimiento en contra del JUZGADO PRIMERO PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA, además se ordenó vincular a todas las partes y sujetos intervinientes dentro de la actuación demandada, así como al JUZGADO CUARTO PENAL MUNICIPAL DE CONTROL DE GARANTÍAS; también se ofició al Centro de Servicios Judiciales del SPA para que allegara copia de los registros de audiencia relacionados con el aludido proceso. 
RESPUESTA DE LOS ACCIONADOS Y VINCULADOS:
Durante el término de traslado se recepcionaron las siguientes contestaciones: 

CENTRO DE SERVICIOS JUDICIALES DEL SPA: por medio de escrito adiado el 14 de agosto del año que avanza, hizo un recuento de las actuaciones que se han desarrollado dentro de la actuación penal demandada, de allí, se extrae que mediante audiencia celebrada el 16 de noviembre de 2017, el Juzgado Cuarto Penal Municipal de Control de Garantías ordenó la medida cautelar de “suspensión del poder dispositivo” prevista en el artículo 101 CPP respecto del vehículo de placas MUX-211. 
Posteriormente se realizó ante el mismo Despacho audiencia de solicitud de “cancelación de registros”, a la cual accedió ese Juzgado, sin embargo, la decisión fue apelada por parte de los terceros de buena fe, y al resolver sobre ese recurso, el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira la revocó. 

JUZGADO PRIMERO PENAL DEL CIRCUITO: señaló que no haría ningún tipo de pronunciamiento respecto a los argumentos en los cuales se fundamentó la acción de tutela, toda vez que su criterio al respecto quedó plasmado en el auto por medio del cual revocó la decisión adoptada por parte del Juzgado Cuarto Penal Municipal de Garantías. Decisiones de las cuales adjuntó copias.
ABOGADO RAMIRO FRANCISCO ARCINIEGAS ORTIZ, apoderado del señor GERARDO JAVIER ROSERO ROSERO, quien fue vinculado a la actuación como tercero de buena fe: expuso que su representado adquirió el automotor que es objeto de la investigación penal, de buena fe exenta de culpa, pues al revisar el certificado de libertad y tradición del rodante, este figuraba con los documentos en regla, se trataba de un vehículo que estaba en el comercio y no tenía ningún tipo de restricción al dominio. 
Respecto de la diligencia de “cancelación de registros fraudulentos” adelantada en primera instancia por el Juzgado Cuarto Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías, manifestó el letrado su discrepancia, misma que fue expuesta al interior del proceso cuando de manera conjunta con el apoderado de las demás víctimas, apeló la aludida decisión.

Como fundamento de su posición, manifestó el abogado que el proceso que cursa en la actualidad en la Fiscalía apenas se encuentra en averiguación o etapa previa, por lo tanto, es inadmisible solicitar la cancelación de los títulos obtenidos fraudulentamente, pues no está plenamente demostrado ni el delito ni sus autores, por lo que acceder a este tipo de peticiones, desconocería también los derechos de los terceros de buena fe que están involucrados en el mismo y que adquirieron el vehículo con la convicción de que estaban actuando en derecho. 
En ese orden de ideas, resaltó que el deber de la Fiscalía es investigar y llegar a una prueba suficiente que establezca la efectiva comisión del delito y la responsabilidad de los autores para que de esa manera el Juez de conocimiento proceda a través de la sentencia a cancelar los títulos obtenidos de manera fraudulenta, cosa que no puede hacerse en una etapa tan primigenia, y sin que se tenga claridad acerca de la forma en que ocurrieron los hechos. 
En conclusión, el Juzgado de segunda instancia actuó en derecho, y sin quebrantar el debido proceso, tampoco se ha vulnerado el acceso a la administración de justicia de las víctimas, por el simple hecho de que no hubiera prosperado la solicitud de la Fiscalía, porque aún está el proceso en curso y la posibilidad que tienen las mismas de intervenir en él, con la asesoría de su apoderada judicial.  

También expuso el abogado que el derecho a la propiedad en sí no es un derecho fundamental, y que la acción de tutela no está diseñada para proteger derechos de esta índole si no vulnera otros de primera generación. 

Por último, refirió el letrado que la Fiscalía no está legitimada para interponer la solicitud de amparo constitucional, pues su función es la de investigar y llevar a juicio procesos penales, pero no representar intereses individuales patrimoniales como en este caso. 
Así las cosas, pidió que se niegue por improcedente la presente acción constitucional.  

ABOGADA GLORIA AMPARO FLÓREZ PARRA, apoderada de la víctima: En primer lugar se refirió a los hechos presuntamente delictivos que dieron inicio a la actuación penal que adelanta la Fiscalía 14 Seccional de Pereira, coadyuvando sus pretensiones de conformidad con los siguientes argumentos.  

Así, relató que después de que la persona que dijo llamarse WILLINTON STIC GONZÁLEZ se abstuviera de regresar el vehículo que se le había entregado en arrendamiento, se logró ubicar el rodante en la ciudad de Cali, en manos del señor DAVID LEONARDO NARANJO a quien se le informó que el vehículo había sido hurtado, por lo tanto, se acordó con este último que el rodante quedara en un parqueadero mientras que se establecía lo sucedido, pero el señor DAVID incumplió dicho compromiso, y el 15 de junio de 2017 aparece un traspaso a la señora ROSA ELVIRA VERGARA FERNÁNDEZ, madre de DAVID LEONARDO. 

Aunque se acudió a la URI en esa ciudad, no fueron atendidos bajo el argumento de que los hechos habían tenido ocurrencia en la ciudad de Pereira, finalmente se interpuso denuncia, y encontrándose en curso el proceso, después de un sinfín de solicitudes ante la Fiscalía y los Jueces de Control de Garantías, sin lograr obtener que se decretara alguna medida cautelar, se encontró que la señora ROSA ELVIRA vendió el vehículo al señor JAVIER ROSERO ROSERO.  

Finalmente se logró obtener la medida de cancelación de los títulos obtenidos de forma fraudulenta, la cual fue concedida por el Juzgado Cuarto Penal Municipal de Garantías, decisión que revocó el Juzgado Primero Penal del Circuito. 

Sin embargo, cuestionó la Dra. Flórez Parra que si la decisión sobre la medida cautelar invocada se tardó un año, cuánto más se deberá esperar para que se tome una decisión de fondo, si ni siquiera se ha logrado identificar a la persona responsable en la comisión de los delitos que se investigan, seguramente, dijo, más de 4 o 5 años, para que finalmente se termine archivando la investigación y tornando en ilusoria la recuperación del vehículo.
Puntualizó la letrada que su representado ha tenido que lidiar con el pago de las cuotas de su vehículo, así como el seguro contra todo riesgo que adquirió mientras lo termina de pagar, por lo que se le está obligando a soportar un perjuicio, y sin poder disfrutar del bien que le pertenece; y si bien es cierto que el señor ROSERO ROSERO adquirió el automotor de buena fe, lo cierto es que el legítimo propietario del mismo tiene mejor derecho, y que el señor ROSERO puede impetrar otras acciones en contra de la señora ROSA ELVIRA VERGARA FERNÁNDEZ, quien de manera fraudulenta se lo vendió, porque ella tenía conocimiento de que ese bien estaba involucrado en líos judiciales.   

JUZGADO CUARTO PENAL MUNICIPAL DE GARANTÍAS: indicó que ese Despacho ordenó la cancelación de los registros fraudulentos mediante audiencia celebrada el 2 de mayo de 2018, decisión que fue revocada por parte del Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira.   
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

2. Problema jurídico: 

El problema jurídico del presente asunto gira en torno a establecer si el Juzgado Primero Penal del Circuito vulneró los derechos del señor Felipe Alberto Taborda Rodríguez, al revocar la decisión por medio de la cual el Juzgado Cuarto Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías había decretado inicialmente una medida de “cancelación de los registros obtenidos fraudulentamente” que reposan en el certificado de tradición del vehículo del cual supuestamente es él el legítimo propietario; de tal manera que se haga imprescindible la intervención del Juez Constitucional para conjurar el supuesto menoscabo que con aquella determinación de segunda instancia se le causó a sus prerrogativas fundamentales.  

3. Solución: 
El amparo previsto en el artículo 86 Superior, como mecanismo procesal, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación, o cuando se reclamen de manera concreta y específica, no obstante, en su formulación concurran otras hipótesis de reclamo de protección judicial de derechos de diversa naturaleza y categoría, caso en el cual prevalece la solicitud de tutela del derecho constitucional fundamental, y así debe proveer el Juez para lograr los fines que establece la Carta Política.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  

Sobre la procedencia de la acción constitucional: 

Como quiera que la presente acción de tutela está enfocada en atacar una decisión judicial, es necesario que la Corporación, antes de entrar a hacer cualquier tipo de pronunciamiento de fondo, verifique si en este asunto se cumple con las reglas de procedencia que hagan viable tal análisis. En ese orden de ideas, se debe recordar que, según la jurisprudencia constitucional, los requisitos específicos necesarios para acudir a la acción de amparo, son los siguientes: 

“(…) todo pronunciamiento de fondo por parte del juez de tutela respecto de la eventual afectación de los derechos fundamentales con ocasión de la actividad jurisdiccional (afectación de derechos fundamentales por providencias judiciales) es constitucionalmente admisible, solamente, cuando el juez haya determinado de manera previa la configuración de una de las causales de procedibilidad; es decir, una vez haya constatado la existencia de alguno de los seis eventos suficientemente reconocidos por la jurisprudencia: (i) defecto sustantivo, orgánico o procedimental; (ii) defecto fáctico; (iii) error inducido; (iv) decisión sin motivación, (v) desconocimiento del precedente y (vi) violación directa de la Constitución.” 

 

Con todo, y aun cuando la acción de tutela puede servir como mecanismo judicial excepcional para enderezar las actuaciones judiciales equivocadas, es necesario que las causales específicas de procedibilidad que se hubieren alegado en cada caso, se aprecien de manera que permita que la presunta juridicidad del pronunciamiento judicial objeto de cuestionamiento, sea fácilmente desvirtuable. Así, puede concluirse que no toda irregularidad procesal o diferencia interpretativa configura una vía de hecho.”
 

Así mismo, esa Alta Corporación ha definido
 dichos defectos así: 

1. Defecto orgánico, que tiene lugar cuando el funcionario judicial que emite la decisión carece, de manera absoluta, de competencia para ello.

2. Defecto procedimental absoluto, que tiene lugar cuando el Juez actuó al margen del procedimiento establecido.

3. Defecto material o sustantivo, que se origina cuando las decisiones son proferidas con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, o que presentan una evidente contradicción entre los fundamentos y la decisión.

4. Defecto fáctico por no haberse decretado, practicado o valorado pruebas debidamente solicitadas o recaudadas en el curso del proceso, o por haberse valorado pruebas nulas o vulneradoras de derechos fundamentales. 

5. Error inducido, que se presenta cuando la autoridad judicial ha sido engañada por parte de terceros y ese engaño lo llevó a tomar una decisión que afecta derechos fundamentales.

6. Decisión sin motivación, que tiene lugar cuando el funcionario judicial no da cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de su decisión, pues es en dicha motivación en donde reposa la legitimidad de sus providencias.

7. Desconocimiento del precedente, que se origina cuando el juez ordinario, por ejemplo, desconoce o limita el alcance dado por esta Corte a un derecho fundamental, apartándose del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado, también cuando se aparta del precedente sentado por los órganos de cierre de su respectiva jurisdicción o de su propio precedente.

8. Violación directa de la Constitución, tiene lugar, entre otros eventos, cuando, amparada en la discrecionalidad interpretativa, la decisión judicial se desborda en perjuicio de los derechos fundamentales de los asociados amparados por la Carta Política.

Frente a los anteriores requisitos, aunque lo que se esperaría, obviamente, es que quien promueve la acción de amparo identifique claramente cuáles fueron los hechos que generaron la presunta vulneración, y en la medida de lo posible indique cuál de los defectos es el que configuraría la presunta “vía de hecho”, encontramos que en este caso tales especificaciones brillan por su ausencia. Sin embargo, atendiendo los argumentos que fueron expuestos dentro del libelo petitorio, podría inferirse que la Fiscal accionante hace referencia a dos posibles causales de procedencia de la acción de tutela, bien sea, por desconocimiento del precedente, o por una violación directa de la constitución, toda vez que, según su entender, el Juzgado Primero Penal del Circuito, al resolver en segunda instancia acerca de una solicitud de cancelación de registros fraudulentos que fue otorgada por un Juzgado con categoría de control de garantías, efectuó una errónea interpretación de los lineamientos decantados por la Corte Constitucional cuando se pronunció
 frente a la exequibilidad del artículo 101 del Código de Procedimiento Penal.     

Según plantea la accionante, quien en ejercicio de las atribuciones que le otorga el artículo 250 Superior pretende propugnar a través de esta acción por los derechos de la presunta víctima dentro del proceso penal del cual funge como titular, es menester que los jueces en sus decisiones prioricen los derechos de quienes ostentan tal calidad, procurando desplegar acciones prontas y efectivas que garanticen el restablecimiento de los derechos de aquellas, en cualquier momento o etapa del proceso, porque en su sentir, es ese el sentido o interpretación que le ha dado el Órgano de Cierre en materia constitucional a la norma que alude como aplicable para la concesión de las medidas “restaurativas” que pretende se usen en el caso concreto. Específicamente, como se dijo atrás, la señora Fiscal hace referencia al artículo 101 del Código de Procedimiento Penal, que reza: 
“ARTÍCULO 101. SUSPENSIÓN Y CANCELACIÓN DE REGISTROS OBTENIDOS FRAUDULENTAMENTE. En cualquier momento y antes de presentarse la acusación, a petición de la Fiscalía, el juez de control de garantías dispondrá la suspensión del poder dispositivo de los bienes sujetos a registro cuando existan motivos fundados para inferir que el título de propiedad fue obtenido fraudulentamente.

En la sentencia condenatoria
 se ordenará la cancelación de los títulos y registros respectivos cuando exista convencimiento más allá de toda duda razonable sobre las circunstancias que originaron la anterior medida. (…)”
Es de anotar que el origen de la controversia no radica en el tenor literal de la norma en cita, sino en el análisis interpretativo que trazó la Corte Constitucional en la Sentencia C-060 de 2008, o más bien, en las precisiones que recogió cuando decidió condicionar la exequibilidad de su inciso segundo, pues el Alto Tribunal expuso en dicho proveído que si bien la expresión “en la sentencia” debería entenderse o emplearse para cualquier decisión que pusiera fin al proceso penal, también advirtió que “en cualquier evento en que, de acuerdo con lo expuesto, la cancelación de los títulos apócrifos deba ordenarse en un contexto diferente al de la sentencia de fondo, dicha decisión sólo podrá tomarse en la medida en que, habiéndose permitido el pleno ejercicio del derecho de defensa y contradicción de quienes resultaren afectados por la cancelación, su derecho haya sido legalmente desvirtuado, lo que ocurre precisamente al alcanzarse el “convencimiento más allá de toda duda razonable” sobre el carácter fraudulento de dichos títulos”. 
Tal advertencia, proferida nada más, ni nada menos que por el Máximo Tribunal Constitucional, le sirve hoy de fundamento al ente acusador, y también a la apoderada de la persona que hasta ahora es conocida como víctima, para asegurar que en cualquier momento, aun cuando no se adopte una decisión de fondo dentro del proceso, y aun cuando el conocimiento del asunto todavía está en la órbita de competencia de los jueces de control de garantías, es viable aplicar la medida de la cancelación de los registros obtenidos de manera fraudulenta, cuando de su condición apócrifa hay aparente certeza en esa instancia, criterio que, por demás, fue compartido por el Juzgado Cuarto Penal Municipal de Garantías cuando decidió acceder a una petición deprecada por la representante del señor Felipe Alberto Taborda Rodríguez en ese sentido, pero que infortunadamente para los aquí reclamantes, no avaló el Juzgado Primero Penal del Circuito, cuando fungió como Ad quem. 
En ese orden de ideas, deberá dilucidarse si le asistió razón al togado de segundo grado, básicamente, porque existe la imperiosa necesidad de aclarar si con su posición incurrió en una vía de hecho por desconocimiento del precedente, concretamente de la sentencia C-060 de 2008, o con su personal interpretación de la norma, violó algún derecho consagrado en la Carta Política. 
Para efectos de resolver entonces el interrogante propuesto atrás, debemos partir de los siguientes presupuestos: 

· Recordemos que el artículo 101 del Código de Procedimiento Penal señala que cuando “exista convencimiento más allá de toda duda razonable sobre las circunstancias que originaron la anterior medida” (refiriéndose aquí a la medida de la suspensión del poder dispositivo) “se ordenará la cancelación de los títulos y registros respectivos”. 
Sin embargo, se desprende de lo anterior la necesidad de efectuar un juicio de valor sobre la materialidad de la conducta punible que se investiga, competencia que por orden legal, le incumbe de manera exclusiva al Juez de conocimiento, y no a uno con naturaleza constitucional o de Control de Garantías. Ello, es casi una regla de orden lógico, si tenemos en cuenta que el rol del Juez de garantías, en este tipo de escenarios, es el de adoptar medidas cautelares, entiéndase provisionales, tendientes a evitar que se haga nugatorio un posible fallo condenatorio, mientras que el restablecimiento definitivo del derecho a las víctimas le compete únicamente al Juez de Conocimiento, dado que se exige, reitérese, un convencimiento más allá de toda duda razonable. Así lo ha expuesto la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, Órgano de cierre en esta materia:
“Desde tal perspectiva ha de inferirse que las medidas de restablecimiento del derecho pueden ser de naturaleza personal, si recaen sobre las personas, o real, en caso de hacerse efectivas respecto de los bienes afectados con la conducta punible, pero, a su vez, pueden ser provisionales o definitivas dependiendo de su contenido, es decir, si tienen por objeto irradiar un manto de protección frente a un posible daño derivado de la comisión de una conducta punible, cuya índole es cautelar o meramente preventivo, o si apuntan a adoptar medidas definitivas tendientes a retornar las cosas a su estado original o predelictual, evento en el cual se exige un convencimiento más allá de toda duda razonable acerca de la materialidad de la infracción o del tipo objetivo.

Los dos tipos de medidas son necesarias para materializar cabalmente los derechos de las víctimas, no sólo reconocidos en el ámbito constitucional y legal interno, al paso que han sido desarrollados ampliamente por la jurisprudencia en las dos materias, sino, además, por múltiples instrumentos internacionales ratificados por el Estado que propenden por la vigencia de los principios de verdad, justicia y reparación a su favor (…). 

Ahora bien, cuando tales medidas son de carácter provisional, independientemente de si son personales o reales, vgr. imposición de medida de aseguramiento sobre las personas;  suspensión del poder dispositivo sobre bienes (arts. 83 y 85 del C.P.P.); suspensión de personerías jurídicas o cierres temporales de locales o establecimientos abiertos al público (art. 91 ibídem); medidas cautelares sobre bienes (arts. 92 a 101 del ejusdem) y suspensión de registros obtenidos fraudulentamente (art. 101 ib.), la competencia es del juez de control de garantías; empero, si lo que se pretende es el restablecimiento pleno del derecho, conforme lo establece la sentencia C-060 de 2008, ya no con carácter provisional o transitorio, análisis que comporta juicios concretos y valorativos en punto de la materialidad de la conducta punible o del denominado tipo objetivo, lo cual puede ocurrir en la sentencia o en una decisión que ponga fin al proceso, la competencia será del juez de conocimiento.”
 Negrillas y subrayas por fuera del texto original. 
· En igual sentido, si hacemos referencia a los lineamientos del artículo 250 Superior, no se ofrece duda alguna respecto de la competencia que le asiste exclusivamente al Juez de conocimiento para restablecer de manera definitiva los derechos de las víctimas, cosa que se pretende lograr anticipadamente por parte de la accionante, mírese: “En ejercicio de sus funciones la Fiscalía General de la Nación, deberá: Solicitar ante el juez de conocimiento las medidas judiciales necesarias para la asistencia a las víctimas, lo mismo que disponer el restablecimiento del derecho y la reparación integral a los afectados con el delito.”
Igual deber le impone al Ente Acusador el artículo 114 del Código de Procedimiento Penal, así: “La Fiscalía General de la Nación, para el cumplimiento de sus funciones constitucionales y legales, tiene las siguientes atribuciones: Solicitar ante el juez del conocimiento las medidas judiciales necesarias para la asistencia de las víctimas, el restablecimiento del derecho y la reparación integral de los efectos del injusto.”
· Ahora, concentrándonos en la pluricitada sentencia de constitucionalidad C-060 de 2008, es pertinente traer a colación lo que a manera de conclusión dijo esa Corporación en la parte motiva de la providencia:  
“Se desprende de lo analizado en páginas precedentes que si bien resulta razonable que sólo al final del proceso se adopte una decisión definitiva sobre la cancelación de los títulos apócrifos, el hecho de que ello sólo pueda ocurrir dentro de la sentencia condenatoria, tal como lo exige el inciso 2° del artículo 101 de la Ley 906 de 2004, puede sin duda llegar a excluir el acceso de las víctimas a la administración de justicia, pues al terminar el proceso penal de diferente manera, quedaría extinguido para ellas y concretamente para el legítimo titular, el poder dispositivo sobre los bienes a que tales títulos se refieren. Se quebranta así la garantía de acudir a un debido proceso que la Constitución Política reconoce y se crea un obstáculo para el cumplimiento de algunas de las obligaciones que el texto superior le impone a la Fiscalía General de la Nación para que vele eficientemente, como le es indefectible hacerlo, por los intereses de las víctimas y contribuya a proteger y restablecer sus derechos.

(:::)
En lo que atañe a la expresión “En la sentencia”, que también hace parte del segmento normativo acusado, la Corte acoge parcialmente el planteamiento del demandante y los coadyuvantes, así como el de los impugnadores. Ello por cuanto, si bien se entiende que sólo al término del proceso penal puede existir certeza suficiente para justificar la definitiva cancelación de los títulos fraudulentamente obtenidos, no es menos cierto que dicha certeza bien puede haberse generado como resultado del debate probatorio surtido durante el proceso, aun cuando éste haya concluido, bien mediante sentencia absolutoria, bien por efecto de alguna otra decisión de las que supone la imposibilidad de continuarlo, como aquellas que implican la extinción de la acción penal, y todas las demás a que la Corte tuvo oportunidad de referirse páginas atrás.

En desarrollo del principio de conservación del derecho, ello conduce entonces a la declaratoria de exequibilidad condicionada de la expresión “En la sentencia”, bajo el entendido de que igualmente procederá la orden de cancelación definitiva de los títulos apócrifos cuando quiera que se dicte otra providencia que ponga fin al proceso penal.

Se concluye entonces de lo dicho hasta ahora que la decisión adoptada por el Juzgado Primero Penal del Circuito de esta ciudad de revocar las disposiciones dictadas por el Juzgado Cuarto Penal Municipal de Control de Garantías, lejos de constituir una vía de hecho, se ajustó a los parámetros interpretativos de la Corte Constitucional, y también de los expuestos por el Tribunal de cierre en materia de procesos Penales, mírese por ejemplo que esta última Corporación, cuando en el pasado se pronunció frente a una acción de tutela en la cual un “tercero con interés patrimonial” cuestionaba la decisión según la cual un Juez de control de garantías había ordenado la cancelación de unos registros fraudulentos, al pronunciarse en sede de tutela, puntualizó la Corte:
“No obstante, la Corte Constitucional, en sentencia C-060 de 2008, declaró la constitucionalidad parcial de esa última disposición, condicionando su interpretación “... en el entendido de que la cancelación de los títulos y registros respectivos también se hará en cualquier otra providencia que ponga fin al proceso penal”. Adicionalmente, precisó: 

(…) la Corte Constitucional advierte que en cualquier evento en que, de acuerdo con lo expuesto, la cancelación de los títulos apócrifos deba ordenarse en un contexto diferente al de la sentencia de fondo, dicha decisión sólo podrá tomarse en la medida en que, habiéndose permitido el pleno ejercicio del derecho de defensa y contradicción de quienes resultaren afectados por la cancelación, su derecho haya sido legalmente desvirtuado, lo que ocurre precisamente al alcanzarse el “convencimiento más allá de toda duda razonable” sobre el carácter fraudulento de dichos títulos, requisito cuyo rigor obviamente se mantiene, así no se logre la identificación, vinculación y condena de la o las personas penalmente responsables. –Resalta la Sala-

La expresión “cualquier otra providencia que ponga fin al proceso penal”, sucedáneo del término “sentencia” en el texto del inciso segundo del artículo 101 de la Ley 906 de 2004, no abarca, explícita o tácitamente, las determinaciones adoptadas por los jueces de control de garantías. 

(:::)
Contrario a lo expuesto por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Cartagena, no basta con que el restablecimiento definitivo se decida por auto interlocutorio, con la participación de todos los involucrados y constatada la “certeza más allá de toda duda” de la ocurrencia del injusto penal, se requiere para la validez de la providencia, y ello es conditio sine qua non, que esa decisión ponga fin al proceso penal. 

En un despropósito similar incurrió el Juzgado Segundo Penal Municipal de Cartagena con Funciones de Control de Garantías, al sustentar la medida definitiva en una supuesta “evolución jurídica”, donde el “sistema penal acusatorio no puede ser de menor avance” que las normas que regulaban la materia en el Decreto 2700 de 1991 y la Ley 600 de 2000. 

Acláresele a esa autoridad judicial que lo dispuesto en el artículo 101 de la Ley 906 de 2004, en forma alguna, implica el desconocimiento de los derechos de las víctimas o una negación del artículo 22 de esa misma codificación. Resáltese que “la suspensión del poder dispositivo de los bienes sujetos a registro” busca, justamente, inhibir el comercio jurídico del bien objeto de debate, con miras a la eficacia del restablecimiento de derecho que eventualmente puede darse en cualquier etapa del proceso o con la sentencia.  

Asignar esa competencia al juez de control de garantías, contrario a lo dispuesto por el Legislador, puede dar lugar a decisiones prematuras en las cuales se corre el riesgo de victimizar a los terceros o incluso perjudicar al imputado, pues se da por descontado el fracaso de sus alegatos de defensa. 

Lo acertado y coherente con nuestro actual sistema de enjuiciamiento penal es que sea un juez de conocimiento, con plena garantía de los derechos de contradicción y defensa de todos los eventualmente afectados con la medida, el que evalúe los elementos probatorios que conducen a la “certeza más allá de toda duda”, a fin de adoptar una determinación definitiva.       
Teniendo en cuenta lo dicho hasta ahora, observa la Colegiatura que aunque las pretensiones de la parte accionante no prosperaron en el escenario ordinario como esperaba que ocurriera, ello no constituye una vulneración de los derechos fundamentales de su representado, sino que se ha plasmado allí el criterio jurídico del Togado que en atributo de su superioridad funcional frente al A Quo se ha pronunciado frente al tema, y quien además dentro de su autonomía judicial, y siendo quien por ley estaba llamado a hacerlo, ha considerado que no se cumplen los requisitos mínimos para la imposición de la medida definitiva que se busca, posición que entre otras, comparte esta Colegiatura, de conformidad con lo que hasta ahora se ha explicado. 

Lo anterior no quiere decir que en este momento se encuentren cerradas de forma definitiva las puertas para ese fin, pues precisamente al interior del trámite que se adelanta, se encuentra naturalmente la posibilidad de continuar buscando alternativas diferentes V.gr la inmovilización del rodante hasta llegar a alguna medida que, en derecho, satisfaga los intereses que se persiguen en favor del señor Felipe Alberto Taborda, sin llegar a incurrir en una posible victimización de los terceros de buena fe, quienes indudablemente pueden llegar a resultar perjudicados con las decisiones que allí se tomen, cosa que aún está pendiente por aclararse, pues no puede dejarse por sentada la existencia de un delito en una etapa tan primigenia del proceso, sin considerar, como ya se dijo, los intereses de los terceros de buena fe; o en su defecto, le correspondería al Ente acusador impartir celeridad al trámite investigativo, o la adopción de alguna decisión que resulte definitiva en ese proceso. 

Por último, y no menos importante, vale la pena señalar que uno de los argumentos que fueron señalados por los dos apoderados que representan los intereses de los terceros de buena fe para sustentar la apelación a la decisión tomada por el Juzgado de Control de Garantías, según se desprende de los registros de audiencia que tuvo esta Colegiatura la oportunidad de escuchar, es que en el momento oportuno, es decir, antes de la realización de la mentada audiencia, no se les corrió traslado del dictamen pericial que sirvió de base para que el Juez tomara la decisión de cancelar los registros supuestamente fraudulentos, y cuando ello se afirmó por parte de los mencionados letrados, valga decirse, después de adoptada la decisión, el Juez indicó que ello no era objeto de debate, y por ende, sólo quedó la constancia en el registro, sin que nada se dijera en ese momento. Tales afirmaciones, más allá de brindárseles plena certidumbre en esta instancia, sirven para afirmar que no se encuentra plenamente acreditado en el Dossier que se haya cumplido con esa regla que invocó la titular de la Fiscalía en su confuso entender de la Sentencia C-060 de 2008, pues ni siquiera en el hipotético caso de pensarse en la posibilidad de tomar una medida definitiva de restablecimiento de la víctima como así lo pretende, se encontraría acreditada aquella exigencia según la cual se hubiera permitido “el pleno ejercicio del derecho de defensa y contradicción de quienes resultaren afectados por la cancelación, su derecho haya sido legalmente desvirtuado”.
Teniendo en cuenta lo dicho hasta el momento, esta Corporación debe decir que no procederá a realizar un estudio más profundo del presente asunto, pues la conclusión a la cual se puede llegar es que no se incurrió en ninguna vía de hecho por parte del Juez Primero Penal del Circuito de esta ciudad, y tampoco se puede inferir que con su decisión se hayan vulnerado los derechos fundamentales reclamados por la parte accionante; corolario de lo cual se habrá de negar la solicitud de amparo invocada. 
DECISIÓN:

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE: 

PRIMERO: NEGAR la tutela invocada por la señora Fiscal LUZ MYIRIAM ORTIZ GÓMEZ, quien actuó en el presente asunto en representación de los intereses del señor FELIPE ALBERTO TABORDA RODRÍGUEZ, conforme lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia.
SEGUNDO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

� Corte Constitucional, sentencia T-103 de 2010, M.P. Dr. Jorge Iván Palacio Palacio.


� Sentencia T-117 de 2013


�  Sentencia C-060 de 2008. 


� El texto subrayado fue declarado inexequible por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-060 de 2008.


� Auto 40246 del 28 de noviembre de 2012.
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